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forma.les, por el motivo, amparado en el -número Z del &rUcu­
lo 849 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, consistente en
haber incurrido el Tribunal de Instancia en error de hecho
en 18, apreciación de 1& prueba. a cuyo amparo pod1a el Tribu­
nal Supremo, de haber estimado vulnerada la presunción de
inocencia, corregir tal violación. Ea de destacar que indudable­
mente de haberse infringido el derecho constitucional 8. que se
alude lo habría sido en laa resoluciones impugnadas.

El recurrente afirma que la condena 88 produce exclusiva-­
mente en base a la prueba ilielta descrita en el antecedente
tercero -declaración ante la Pohefa- y entiende que las resolu­
ciones impugnadas son nulas en tanto no 8e produzca 1& ex­
clusión de dicha prueba.

Sin embargo. la Uieltud de las diligencias aludidas no pro­
vocaría su exclusión de la causa, sino la prohibición de BU
apreciación como prueba, prohibición que habria de regir oon
independencia da la licitud o ilicitud de las mismas, pues como
ya declaró este TC en su sentencia de 28 de julio de 1981 <re­
curso de amparo número 11311980), los atestados policiales tienen
el valor de simples denuncias. en tanto no sean reiteradas y
ratificadas a presencia Judicial. De modo que si no hubiese mM
prueba de cargo. habrla de concluirse que la presunción. de
inocencia habría sido vulnerada; pero el examen de las actua.­
ciones pone de manifiesto que el Tribunal sentenciador pudo
basar su fallo condenatorio en dos declaraciones inculpatori!U
realizadas a presencia Judicial, y. siando ello asi. no puede

Sala Segunda.. Recurso de amparo número 15011983.
Sentencia número 10/1984. d. J d. febrero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Aroza.mena Sierra. Presidente. y don Francisco
Rubio Llorente don Lula Diez Picaza. don Francisco Tomás
y' Valiente. don Antonio Truyol SeITa y don Francisco Pera
Verdaguer. MagistradOSt ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por don José Maria
Rodríguez Torres. representado por el Procurador don Fedarico
José Olivaree de Santiago. bajo la d.J..Ncción del Abogado don
Alfonso Gómez de 1& Granja y Romero. contra auto dictado
por el Juzgado de Instrucdón nl1m.ero 2 de La Lacuna con
fecha 8 de febrero de 1983. en recurso de apelación contra el del
Juzgado de Distrito número 2 también de La Laguna de 20 de
diciembre anterior. que, declaro la nulidad de actuaciones
de Juicio de faltal. Han sido partes en el recurso el Ministerio
Fiscal y dofia Carmen Brito León, representada por el Procu­
rador don Argimiro Vázquez GuUlén. Ha sido ponente don
Francisco Pera Verdaguer. quien expresa el parecer de 1& Sala.

l. ANTECEDENTES

.1. El di. 3 de mayo de 1982 se inició juicio verbal de faltas:
numero 47011982 por el Juzgado de Distrito número :a de La
Laguna (Tenerife), en virtud de denuncia formulada por dofta
Maria del Carmen Brito León contra el ahora recurrente en
amparo, don José Maria Rodriguez ToITeS, estudiante, en rela:.
ción .con una colisión de automóviles. Al juicio verbal Indicado
fue acumulado otro con el número 51011982, al que habían daJo
lugar las diligencias indeterminadas número 261 de 1982. proce.
dentea del Juzgado de Instrucción número 3 de La Laguna
también iniciadas en virtud de denuncia de la misma sefioroa
Brito LElÓn. El sefior Rodríguez Tones fue citado y prestó d"i­
c1araci~n ante el Juzgado de Distrito, figurando en autos su
domicilIO, sito en Camino de La Hornera, número 123, de 1&
Laguna.

H!"bién~ose acordado por el Juzgado de Distrito, mediante
proVldencIa de 14.de Junio de 1982, la celebración del juicio
verbal de faltas numero 47011982. se procedió a la. citación de
las partes. El denunciado, sefior Rodriguez Torres. no pudo
ser citado, al haber sido devuelta por la Administración de
Correos la carta certificada remitida al efecto, con nota de ser
desconocido el destinatario en el domicl11o indicado, Camino
de la Hornera, 123, de La Laguna. El Juzgado libro oficio a la
Policfa Municipal de dicha ciudad, según prevé el articulo 178
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, para que fuera buscado
el señor Rodrlguez Torres. La Policta Municipal comunicó que
no existia en el Camino de la Hornera el número 123 por lo
que el JuzgadO' acordó citar al denunciado por edicto, 'que fue
publicado en el tablón de anuncIos de dicho Juzgado, pero
no en al .BoleUn Oficial- de la provincia nI tampoco en el
•Boletín Oficial del Estado_.

El 8 de Julio de 1982 tuvo lugar la celebración del juicio
verbal. Se dictó sentencia de la misma fecha, condenando al
sefior Rodriguez Torres. como autor de una falta del articu­
lo 600 del Código Penal, a 1& multa de 5.000 pesetas, a la pella
sustitutiva de cinco días de arresto y a indemnizar a la. perju­
dicada en 1& cantidad de 24.921 pesetaa, 8JÚ como a las costas
y gastos del procedimiento. 1& sentencia fue notltlcada por el

decirse que no concurra aquella minima actividad probatoria
de cargo que, según afirmaba la sentencia de este TC antas
aludida y reitera la constante doctrina del mismo. impide al
propio TC entrar a conocer de 1& violación de la presunción
de inocencia, al no ser de- su competencia la valoración de 1..
pruebas practicadas, como se desprende. entre otros, del &rticu·
10 44, número 1, b), de su mencionada Ley Orgá.nica (LOTe).

'ALLO
En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional.

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAÑOLA,

Ha decidido:

.Desestimar el recurso de amparo formulado por el Procu­
rador don Saturnino Estévez Rodriguez, en representación de
don José y don Juan Vía Moncus1.

PubUquese en el .Bo1etin Oficial del Estado-.

Madrid, 30 de enero de 1984.-Manuel Garcia-Pelayo Alonso.
Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallelo.--qloria
Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero
del Corra1.-Firmados y rubricados.

mismo procedimiento qu-e para la citación: Mediante edicto
publicado en el tablón de anuncios del Juzgado. •

Por providencia de 24 de julio de 1982 se acordó 1& tasación
de costas. siendo notificada dicha sentencia y dada vista al
condenado por edicto-requisitoria.._ publicado esta vez en el
tablón de anuncios y en el .Boletin Oficial- de 1& provincia.
El 16 de septiembre compareció el condenado ante el Juzgado
de Distrito, comunicándosele el haber sido celebrado el juicio
y las circunstancias concurrentes para su no citación, as! coma
la tasación de costas, de 1& que se le dio vista.

Mediante escrito presentado en el Juzgado el 9 de diciembre
de 1982 el señor Rodriguez Torres solicitó ser tenido por parte
en el juicio de faltas y que se declarase la nulidad de lo ae-­
tuado y se repusiese el luido. al momento de la citación de 1'\5
partes invocando el articulo 24.1 de la Constitución (CE), cita.o.­
do la sentencia de este Tribunal de 20 de octubre de" 1982 Y
acompañando el escrito de certificación expedida por el Ayun­
tamiento de residir en el número 127 del Camino de la Horner...
desde hacia veinte años. El Juez de Distrito dictó providencia
de 11 de diciembre de - 1982, acordando no haber lugar a 1&
anulación de &etuadones solicitada. dado que, al haber compa­
recido el condenado en el Juzgado el 17 de septiembre anterior
y al haberle sido notificadas y dada vista de las costas causa­
das. no ejercitó dentro del término legal acción .alguna de
impugnación de las mismas. por lo cuAl dichas costas, e Inclu90
la sentencia dictada, habrian sido consentidas por el propio
condenado. El señor Rodríguez Torres interpuso el 18 de diclem·
bre de 1982 recurso de reforma y. subsidiariamente. de apelación
contra la anterior providencia. El recurso de reforma fue esti­
mado por auto del Juzgado de Distrito número 2 de :ao de
diciembre de 1982 -se a.compafia también copía del mismo-,
por el que se acordó declarar la nulidad de las actu&ctondl
y efectuar un nuevo seilalamiento para la vista del juicio.

La denunciante interpuso, con fecha' 22 de diciembre de 1982,
contra el auto señalado recurso de reforma y, con carácter
subsidiario. de apelación mediante escrito, cuya copia se acam­
pada. Desestimado el de reforma, el Juzgado de Instrucción
número 2 de La Laguna estimó el de apelación mediante auto
de 8 de febrero de 1983, notificado al señor Rodríguez Torres
-'según afirma ést~ el 21 del mismo mes. Mediante dicho
auto se revocó el dictado por el Juzgado de Distrito y se ordenó
seguir adelante la ejecución de la sentencia. El Juzgado de
Instrucción considero que la no publicación del edicto de-· cita­
ción del seilor Rodriguez -Ton;.es no habia conculcado el articu·
10 178 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. dado qUe dicho
precepto -referente a personas sin domicUio conocido- no
habla sido aplicable al caso, Pqr haber sido perfectamente
establecido desde el primer momento el lugar de residencia
de aquél.

2. En 11 de marzo pasado se presentó por don José Maria
Rodriguez Torres demanda de amparo contra el auto del Jtu­
gado de Instrucción de 8 de febrero de 1983 alegando la vulne­

'ración del articulo 24 de. la CE y supUcando que se suspenda
la ejecución de la sentencia del ~Juzgado de Distrito y se de­
ciare la nulidad de las actuaciones practicadas que deberan
reponerse al momento de 1& providencia de seilalamienta a
juicio.

3. Por providencia de 20 de abril S8 admitió & trámite la
demanda de amparo y, recibidas, las actUaciones judicialss•
se pusieron de manifiesto a las partes para que formulasen
sus alegaciones comorme al articulo 52 de la Ley Orgá.nica
de este Tribunal. Dicho trámite 5610 ha sido cumplimentarlo
por el Ministerio Fiscal, quien ha alegado qUe el recurso deb9
desestimarse por raZGnes formales: Lo impugnado en esta via
constitucional --dice- el el auto del, Juzgado de lnstruccion
en el cual no tiene su origen inmediato y directo 1& vulneración
constitucional denunciada. como requiere el articulo «.1 de la
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Ley Orgánica de este Tribunal (LOTCJ. sino que tal vulneración
había sido produCida. de aquel obligado modo directo e ,i~me­

disto. por la sentencia. la cual fue conocida por el deman­
dante el 19 de septiembre y hasta el 7 .de diciembre no mani·
festó su disconformidad a la misma¡ habiendo pudido en ese
tiempo formular su demanda de amparo, pues el rSf)UrSO d~

nulIdad de actuaciones es extraordinario y creado no por la Ley
procesal penal. sino por la práctica forense. SubSidiariamente
y en cuanto al fondo del amparo, alega que la citaci6n por
correo satisface todas las garanUa:s cuando tiene un resultado
positivo y en ella figura la firma del destinatario. pero cuando
tiene un resultado negativo y se dirige a un posible condenarto
debe observarse un completo rigor que aqui no está claro que
haya tenido lugar en los órdenes postal y mutl.iclpal. En cuanto
a la falta de inserción tie la citacjón en el .. Boletln Oflcial-,
es dificil la est.imación de tal omisión· como vulneración dada la

.general consideración de f>se trámite como una ficción de nulos
resultados. publicación que, además, no era precisa en el proce­
dimiento penal seguido. La única vulneración -realmente pro­
ducida ha sido· la condena del demandante sin ser ofdo, sin
que los medios empleados para instruir de la convocatoria
pan el juicio criminal hayan sido eficaces, por lo que interesa
que, si entramos a conocer del fondo del asunto. se estime p'lr
esta causa el amparo reclamado.

4. Dispuesto por este Tribunal y practicado el emplazamien­
to de do'fta Maria Inmaculada García Rodríguez. p~rjudicada y
acreedora. de indemnización según la referida sentencia :lel
Juzgado de Distrito, no ha comparecido. .

Por providencia de 7 de diciembre pasado se set\aló para
la deliberación V votación del recurso el dia 18 de enero si·
guient~, habiéndose deliberado en ese dia y elIde febrero.

Con fecha 9 de diciembre se personó dot\a Maria del Carmen
Brito León, a quien se le tuvo por personada e incorp?rada al
proceso en el est.ado que en ese momento mantenfa, 8ID retro­
traer el procedimiento.

Il ..FUNDAMENTOS JURIDlCOS

• 1. Condenado don José Maria Rodríguez Torres.. como autJr
de una falta de imprudencia simple generadora de dat\os, a la
pena de 5.000 pesetas de multa, sustituida caso de impago por
cinco días de privación de libertad, y al pago en concepto de
indemnización de 24.921 pesetas, promovió recurso constitucio­
nal de amparo contra el alto dictado el 8 de febrero del pasado
afio de 1983 por el Juzgado de Instrucci6n correspondiente,
revocatorio de resolución del de Distrito, no dando lugar aquél
a la soI:citud de nulidad de actuaciones, basada tal pretensión
en que el prenombrado, en su calidad de denunciado, pese a
tener domlcilio conocido, habia sido citado para el Juicio verbal
de faltas 'mediante edicto fijado ademé.s solamente en el tao
blón de anuncios del Juzgado. y no insertado en el ..Boletfn
Oficial- de la provincia, con invocaci6n del artículo '24.1 de
la CE y la consiguiente alegación de quebranto del, derecho
a la tutela jurisdiccional, produciéndose la consiguiente inde­
fensión.

2. Frente ala certeza de haberse producido la citación del
denunciado en la forma que el mismo detalla, y que acaba
de reflejarse precedentemente, aparece también del proce~o

penal. en cuanto al domicilio de aquella persona, que en todas
las actuaciones se sitÚa en el Camino de la Hornera, de la
ciudad de La Laguna, pero con disparidades determinantes !I~n
duda de que el órgano jurisdiccional llegara a estimar que
se trataba de persona sin domicllio conocido, puesto que se
seilala el número '123 en la comunicación inicial cursada por
la Polic1a Municipal dando cuenta del accidente de circulación,
y asimismo en la declaración prestada por el denunciado ante
el Juzgado, y en el escrito de denuncia formalizado por la parte .
contraria, mientras que el tal domicilio· se sitúa en el núme­
ro 127 -y como datando nada menos que de veinte ai\os- en 'la
certificación municipal que el propio penado aporta al pro·
mover incidencia de nulidad de actuaciones, incidencia que
suscita mediante escrito en el que hace constar eil. un pasaje
como su domicilio el. número 123, mientras que en otro lo esta- •

. blece en el 127, .
3. Mas sea lo que fliere con referencia a dato tan sustancial

es de notar que de haberse producido ·la indefensión que ai
recurrente acusa, la misma no puede situarse mé.s que "n
la privación de su derecho de asistencia 811uicio verbal de faltas
-por mor de la práctica de una citación que reputa inadeeua­
da-, con la subsiguiente consecuencia del dictado de una sen·
tencia condenatoria, resolución ésta -y por lo tanto la fase
procesal que la -precedió. celebraci6n del 1ulcio en ."-u ausencia-­
de la que tuvo notificación el dia le de septiembre de 1982 al
serie comunicada personalmente en el Juzgado la tasación de
costas practicada en ejecución de la repetida sentencla, perma-

~301 Pleno. Conflictq POBttivo de competencia núme­
mo 24111982, Sentencia. número 1l/1984. de e de
'ebr.ro.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel Garcfa--Pelayo y Alonso, Presidente, don Jerónimo Aro­
zamena .SlelT8-. don Angel Latorre Segura don Manuel Diez
de Velasco Vallejo, don Francisco Rublo Llorente, do"fta Gloria
Bagué Cant6h, don Luis Diez Picaza, don Francisco TomAs y
VaUente, don Rafael G6mez~Ferrer Morant, don Angel Escu-

n~ciendo inactivo hasta el día 9 de diciembre, en que insta
incidente de nulidad de .actuaciones, estérilmente tras dos ins­
tancias, y, 10 que importa más a los fines de la presente r9solu­
ci6n, sin acudir ante este Tribunal Constitucional en esta vla
de amparo hasta el dia 11 de marzo de 1983 efectuándolo como
ya se dijo. contra el auto del JU2'.gado de instrucci6n de' fecha
B de febrero de 1983, que desestimó en apelación la pretensión
de nulidad de actuaciones.

Si, -como dispone el articulo 44.1 de la LOTe 1& vulneración
ha' de tener su origen inmediato·y directo en 'el acto u omi­
sIón del .."'>rgano ludicial, en el caso presente, de haberse pro­
ducido tal violación hay que residenciarla en la sentencia
dictada tras la celebración del juicio verbal de faltas sin posi­
bilidad de defensa del denunciado, resoluci6n que aqui no ~e

impugna, y sin que pueda entenderse que tal omisión queja
subsanada al dirigirse el recurso de amparo contra la resolución
judicial denegatoria de la nulidad de actuaciones que se postu~

laba por aquel mismo defecto de citaci6n irregular, porque en
realidad esta última resolución no hace otfa cosa que mantenqr
o persistir en el criterio de haberse actuado correctamente por
parte del juzgador. criterio representado en la sentencia conde­
natoria. causante, en su caso, de la violación que ahora se
denuncia y que. conJo ya se apuntó, pudo dar lugar al recurso
cte amparo, dentro del plazo lega!, cuando el interesado conoci6
la sentencia, que consintió palmariamente al no intentar ape­
larla, igual que la tasación de costas ejecución de aquélla.
sin ni siquiera formalizar la oposición que permite el articu­
lo 244 de la Lev de Enjuiciamiento Criminal, siendo, pues,
indiferente que en lugar de proceder asi se optara -quizé. por
haber dejarto transcurrir el plazo fijado para el recurso de
amparo- por el inicio de una via extraordinaria, como es !.¡
de la nulidad de actuaciones, no exigible como presupuesto
para acudir a esta constitucional, y que no puede rehabilitar
una posibilidad fenecida. . . .

4. Lo expuesto obliga a estimar que este recurso de amparo
es inadmisible, bien' que por la situacIón alcanzada por el pro­
ceso tal declaración se traduzca en un pronunciamiento de
signo denegatorio del amparo solicitado.

PALLO

En atenci6n a todo 10 expuesto, el Tribunal 'Constitucion:-tl,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTIl:UCION
DE LA NACION ESPA¡;¡OLA,

Ha decidide):

Denegar el amparo solicitado por don José Mat:'iaRodrígu'~z

Torres.
Publíquese esta sentencia en el -Boletin Oficial del Estad,,-.

Madrid, 2 de febrero de 1984.-JerÓnimo Arozamena Sierra.­
Francisco Rubio Uorente.-Luis Diez Pica.zo.-Francisco Tomas
y Val1ente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera- Verdaguer.
Firmados y rubricados. . . ,

VOTO 'PARTICULAR DE DON FRANCISCO RUBIO
LLORENTE.

Disiento de la decisión adoptada por mis colegas en el pre­
lente caso. Tal decisión se apoya fundamentalmente en el argu­
mento de que la vulneración constitucional, cuya existencia
no se cuestiona, no es imputable de modo inmediato y directo
al acto contra el que el reCUrso de amparo se dirige, sinO' a la
anterior sentencia condenatoria. contra la que no se intentó
recurso algw;:to. Tal razonamiento pasa por alto, sin embargo,
el hecho, a mi juicio decisivo, de que el hoy recurrente consi­
guió la anulaci6n de tal sentencia condenatoria' por la via del
incidente de nulidad de actuaciones. Es claro que con ello
quedaba remediada la lesión originariamente producida y que
ésta s610 existe en virtud del auto del Juzgado de Instrucción
número 2 de La Laguna que ante nosotros se impugna. SJendo
ello aSi, es obvio, 6Q. mi opinión, que la desestimación del am­
paro no puede hacerse en virtud de, las razones que en Ja
sentencia se aducen y que el recurso debería haber sido, par
tanto, estimado.

Es bien cierto que el incidente de nulidad de actuacionas
no puede ser considerado como uno de los recursos previos
que es necesario agotar antes de aeudir en amparo a este
Tribunal (articulo 44.1, al, de la LOTCl. Ta,mJ)Oco puede ne,
garse, sin embargo, que cuando se ha acudido a tal remedio
procesal, su existencia no puede Ber ignorada en ningún caso,
y sobre todo en aquellos en los Q.ue, como sucede en el. pre­
l!Iente, la decisión firme que en dicha via lncider.tal se produre
vuelve a dar vida a un acto lesivo que una decisión anterior
habia anulado.

Madrid, 3 de febrero de 1984.

dero del Corral, don Antonio Truyol SerTa y don Franrisco
Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

. En el oon~o positivo de oompetencia número 24111982,
planteado por el Gobierno Vasco, representado por el Aboga~
do don Javier Madariaga ZamaUoa, frente al Gobierno de la

•


